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Concepto No. 4989     

Bogotá, D.C., 8 de junio de 2010
Señores

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF.: Demanda de inconstitucionalidad parcial del artículo 2° de la Ley 1194 de 2008, “Por medio de la cual se reforma el Código de Procedimiento Civil y se dictan otras disposiciones”.
         Actores: LUIS FERNANDO LÓPEZ ROCA y Otro. 

Magistrada Ponente: MARIA VICTORIA CALLE CORREA.
         Expediente No. D- 8136.



Concepto No. 4989.
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2o, y 278, numeral 5o, de la Constitución, procedo a rendir concepto en relación con la demanda instaurada ante esa Corporación por los ciudadanos LUIS FERNANDO LÓPEZ ROCA y ANDRÉS FELIPE LÓPEZ LATORRE, quienes en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6o, y 242, numeral 1o, de la Constitución Política, solicitan a la Corte que declare la inconstitucionalidad parcial del artículo 2º de la Ley 1194 de 2008, cuyo texto es el  siguiente:
LEY 1194 DE 2008
 (mayo 9)

Diario Oficial No. 46.984 de 9 de mayo de 2008
Por medio la cual se reforma el Código de Procedimiento Civil y se dictan otras disposiciones
EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

(…)
Artículo 2º. DEROGATORIA. Esta ley deroga todas las disposiciones que le sean contrarias del Código de Procedimiento Civil y será aplicable sólo a los procesos de naturaleza civil y de familia. (El texto subrayado es la expresión acusada).
1.
Planteamientos de la demanda.  

Los actores aducen que la expresión acusada vulnera los artículos 13, 29 y 95.7 de la Carta, relativos a la igualdad, debido proceso y al deber de colaborar con la administración de justicia. Para ello argumentan que: i) al no ser absoluto el principio de libre configuración del legislador, se debe respetar los límites que la Constitución establece en este caso, tales como la igualdad de trato a las personas, la celeridad y la efectividad de la administración de justicia; ii) se discrimina a las personas que acceden a los jueces o tribunales laborales, respecto de los jueces o tribunales civiles y de familia; iii) se omite la crucial circunstancia de que si bien hay diferencias entre los procesos laborales y los civiles, son mayores las similitudes que existen entre ellos, como son las de que en ambos casos se defiende intereses particulares y, también en ambos, se tiene derecho a una administración de justicia pronta y efectiva; iv) se incurre en una omisión legislativa que vulnera la igualdad, porque se establece un trato diferente de manera irrazonable y desproporcionada; v) se afecta el acceso a la justicia, porque los poderes del juez laboral no son suficientes para evitar procesos inconclusos por inactividad de las partes; vi) también se afecta dicho acceso, porque se priva a los jueces y tribunales laborales de instrumentos idóneos para ser pronta y efectiva, y para evitar el incumplimiento de los deberes de las partes, en especial el de colaborar con la administración de justicia. 
2. Problema jurídico.
Corresponde establecer si la ley acusada, al limitar la aplicación del desistimiento tácito a los procesos civiles y de familia, incurre en una discriminación injustificada respecto del proceso laboral, obstruye o dificulta el acceso a la justicia y dificulta evitar el incumplimiento de los deberes de las partes para con la administración de justicia.

3. Equiparación de lo que no es equiparable. 
El eje principal de la demanda es que siendo el proceso civil y el proceso laboral semejantes, valga decir, equiparables, el dar un trato diferente a éste último es una discriminación injustificada que, además, vulnera el acceso a la justicia y afecta el deber de colaboración de los ciudadanos con ésta. Este andamiaje es el que soporta la afirmación de que la ley acusada incurre en una omisión relativa.
Para justificar dicha equiparación, los actores argumentan que entre los dos procesos, si bien no hay una identidad, sí son más las igualdades que las desigualdades, por lo cual, al hacer una tertium comparationis, no aparece ningún obstáculo que impida aplicar la figura procesal del desistimiento tácito a los procesos laborales. 
Si bien los procesos civiles y los procesos laborales son de conocimiento de la misma jurisdicción: la ordinaria, y si bien en ambos hay una serie de elementos comunes, no es una casualidad que cada uno de ellos esté regido por su propio estatuto procesal. Esta diferencia en las normas que rigen los procesos, que podría obviarse si en algún momento prospera la iniciativa académica de hacer un estatuto unificado, obedece al principio de especialidad. Según este principio, el conocimiento de los procesos laborales corresponde a jueces y tribunales especializados, sus conflictos están regulados por normas y principios propios, y sus procedimientos son especiales. 
El Ministerio Público considera que el proceso civil y el proceso laboral no son equiparables y que, por lo tanto, no es posible hablar de una discriminación justificada o injustificada, ni mucho menos de una omisión legislativa relativa, como se hace en la demanda. Esta consideración se funda en varias circunstancias evidentes, entre las cuales merece la pena destacar seis, a saber: i) el proceso laboral no se traba entre partes iguales, pues la ley asume que una de ellas, el trabajador, es la más débil, y establece una serie de garantías en su favor, tales como los derechos mínimos e irrenunciables, el principio de favorabilidad, el principio de in dubio pro operario, etc.; ii) en el proceso laboral la mayoría de las normas que se aplican son de orden público, dentro de las cuales debe incluirse la Constitución y las normas que hacen parte del bloque de constitucionalidad; iii) en los procesos laborales está involucrado un buen numero de derechos fundamentales prestacionales, que ameritan un trato especial, tales como el mínimo vital, las pensiones y la salud; iv) el proceso laboral tiene un estatuto procesal propio, diferente al civil, que sólo se aplica de manera supletiva en este proceso, siempre y cuando no se oponga a lo preceptuado por el estatuto laboral; v) el proceso laboral se tramita con sujeción a las formas del procedimiento oral, en audiencias, y el su impulso corresponde, de manera principal, al juez de manera oficiosa, mientras que el proceso civil sigue un procedimiento escrito y su impulso corresponde de manera principal a las partes; vi) en el proceso laboral algunos derechos, como los pensionales, no prescriben, por lo que pueden ser reclamados por medio de las acciones correspondientes en cualquier tiempo. 
Al no ser posible equiparar el proceso laboral y el proceso civil, no existe ninguna discriminación, injustificada o justificada, ni se configura el presupuesto básico de la pretendida omisión legislativa relativa. En cuanto atañe al acceso a la justicia y al deber de colaborar con ella, es menester recordar que la mera existencia de un proceso especial, que no establece mecanismos propios de otros procesos, no vulnera en sí misma ese acceso y ese deber, pues, preciso es recordarlo, al juez laboral le corresponde de manera principal el impulso del proceso y con desistimiento tácito o sin él, las personas tienen el deber constitucional de colaborar con la administración de justicia.  
4. Conclusión.
Por las anteriores razones, el Ministerio Público solicita a la Corte declarar EXEQUIBLE la expresión “será aplicable sólo a los procesos de naturaleza civil y de familia”, que aparece en el artículo 2° de la Ley 1194 de 2008, por los cargos estudiados. 
Señores Magistrados,
ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO
Procurador General de la Nación

LJMO/ACuestasA.
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